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I. Presentación 
Debo, ante todo agradecer muy sinceramente al Instituto Interamericano y a la Universidad de Costa Rica el haberme invitado a participar en el XII Curso Interdisciplinario en Derechos Humanos, pues ello me ha permitido, no sólo acercarme un poco a la realidad de cada día de uno de los países más bellos de América, sino también de estar estos días y, muy especialmente esta tarde con todos ustedes, para reflexionar sobre un tema siempre vital, siempre inacabado y siempre determinante de la democracia y de la dignidad de la persona, como son los derechos humanos y sus garantías, pues como todo buen jurista conoce, los derechos no sólo hay que definirlos sino protegerlos y las garantías son el instrumento más eficaz para que un derecho sea considerado como realmente efectivo. 

Me corresponde exponer las características esenciales de la figura del Ombudsman en América Latina, tarea no fácil por la complejidad de matices que tiene cada institución donde ha sido incorporada y también porque es preciso, para hacer una buena síntesis, tener un excelente conocimiento del marco jurídico constitucional de los países en el que se encuadran; materias que desborda con mucho los conocimientos de quien tiene el honor de dirigirse a ustedes y sobre el que tantos expertos juristas han expuesto con anterioridad sus muy cualificadas opiniones, aún así abordaré esta intervención desde el análisis de la legislación por la que se rige, no sólo el funcionamiento de la institución del Defensor del Pueblo de España, sino lo que es más importante, el sentido de la institución en nuestro ordenamiento constitucional y su engarce en el sistema Europeo para, en una segunda dimensión, centrarme en el reflejo que la institución del Ombudsman tiene en el derecho en Latinoamérica y en los países que, hasta hoy, lo han incorporado a su ordenamiento jurídico, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Colombia y muy recientemente, aunque está todavía por designar su titular, Argentina, así como hacer un breve apunte sobre la experiencia en otros países como Chile, Venezuela, etc.

Desde la perspectiva de mi experiencia de once años en la institución que en este momento presido, puedo hablarles con conocimiento sobre la rica experiencia de esta institución que desarrolla la Constitución Española. Permítanme no obstante reiterar, que la complejidad y densidad de los ordenamientos jurídicos de los diferentes países de América Latina que lo han incorporado. La intensidad y calidad de los estudios que sobre estas nuevas instituciones se han realizado y se están produciendo tanto en las diferentes escuelas jurídicas y Universidades de Latinoamérica como en el propio ámbito académico de España, hará que exista una auténtica descompensación en esta intervención entre la realidad de mi trabajo en la institución del Defensor del Pueblo, que evidentemente conozco y en el cual puede aportar algunos elementos que les sean de utilidad, en relación con el análisis del Defensor de los Habitantes de Costa Rica, el Procurador para la defensa de los Derechos Humanos de El Salvador, el Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala, el Comisionado para la protección de los Derechos Humanos de Honduras, la Comisión Nacional de Derechos Humanos de México, el Defensor del Pueblo de Colombia y el Defensor del Pueblo de Argentina.

A este fin permítanme retroceder un poco en el tiempo y utilizar dos polos de reflexión. El primero es la reunión celebrada en Ciudad de México en el año 1991, que constituyó probablemente uno de los encuentros más importantes de las últimas décadas, para examinar la experiencia del Ombudsman organizado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Allí se tuvo la oportunidad de compartir innumerables experiencias académicas y reflexiones de todo orden con los Ombudsman más representativos del mundo; el encuentro fue sin duda una inigualable oportunidad para conocer en detalle los modelos de las instituciones en Europa, Latinoamérica; Norteamérica y Asia y poder concebir y entender, a partir de allí el profundo significado de la figura y sus posibilidades de adaptación como instituciones de garantías a las diferentes realidades y exigencias de cada país, sin perder por ello sus características propias como luego veremos. Otro segundo punto de referencia ha sido el importantísimo encuentro que ha tenido lugar, apenas hace un mes, aquí mismo, en Costa Rica, entre todos los representantes y titulares de estas instituciones de América Latina donde se ha analizado, ya con una cierta perspectiva histórica cómo se ha desarrollado la implantación institucional y cuáles son los retos y compromisos de acción coordinada de todas las instituciones en un objetivo unánimemente compartido: la creación de un espacio jurídico común de garantías de los ciudadanos. En definitiva esto y no otra cosa es el sentido de la Declaración de San José que tanta importancia ha tenido y sobre la que también me referiré con posterioridad.

A partir de este momento, pretendo centrar mi intervención en cuatro líneas de reflexión y unas conclusiones: 

En la primera y a modo de introducción intentaré hacer una delimitación conceptual de los derechos humanos y su creciente internacionalización.

En la segunda les hablaré sobre las señas de identidad de la figura del Ombudsman, su origen Europeo y algunas características de la institución del Defensor del Pueblo en España.

En la tercera me ceñiré específicamente a la protección de los derechos humanos y la actuación de la institución.

En la cuarta haré un somero análisis sobre las diferentes figuras del Ombudsman y los modelos en América Latina, así como las posibilidades de colaboración institucional que existen.

Para terminar, en quinto lugar, con unas Conclusiones que permitan sintetizar la tesis que en definitiva pretendo sostener y no es otra que: la figura del Ombudsman, de origen escandinavo, es una institución que ha sabido adaptarse a los distintos sistemas jurídicos; manteniendo sus rasgos de independencia y control ha venido a completar los diferentes sistemas de garantías de los ciudadanos, no sólo en cuanto al control de las administraciones públicas, sino también lo que es más importante en la eficaz protección de los derechos humanos, que es un instrumento útil para corregir el binomio siempre desigual ciudadano-administración y que, en definitiva, es un referente básico del constitucionalismo moderno.

Permítanme pues entrar en un desarrollo más pormenorizado de estos puntos.

II. A modo de introducción

Ante todo y el iniciar esta exposición, conviene efectuar una referencia a la delimitación conceptual de los derechos humanos; tarea que. en contra de lo que pudiera suponerse, es altamente difícil ya que si intentamos profundizar en el sentido que tiene tal expresión para el hombre de la calle, la conclusión no puede ser otra que la significación ambigua, equivoca y, en ocasiones, contradictoria de los derechos humanos, motivada por la hipertrofia de su empleo, tanto en el lenguaje cotidiano como en la práctica política. Y es que los derechos humanos, igual que ciertas palabras o expresiones ideales como justicia o libertad, son tantas veces usadas o incluso, desvirtuadas, que corren el riesgo de convertirse en términos vacíos. . 

Intentando romper dicha dificultad, y tras un análisis lingüístico del término "derechos humanos", que conduce a una distinción conceptual de términos tales como derechos humanos y derechos naturales; derechos humanos y derechos fundamentales; derechos humanos y derechos subjetivos; derechos humanos y derechos públicos subjetivos; derechos humanos y derechos individuales; derechos humanos y libertades públicas, el Profesor Pérez Luño procede a la siguiente propuesta de definición del concepto: 

"Los derechos humanos aparecen como un conjunto de facultades e instituciones que en cada momento histórico concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional". En la indicada definición se enfatiza el sentido histórico de los derechos humanos cuya función política en el siglo XVIII, XIX y en la actualidad, ha sido obviamente distinta, en un concepto evolutivo y dinámico que ha pasado del concepto de derechos cívicos-políticos a los derechos de contenido económico y social.

Por otra parte, la apelación de la definición a los valores de la dignidad, la libertad y la igualdad, es una apelación de los tres ejes fundamentales que han centrado siempre la reivindicación de los derechos humanos, si bien con énfasis diferente según el momento histórico de que se trate. En cualquier caso, finalmente, la definición propuesta, al aludir a la necesidad del reconocimiento jurídico positivo de los derechos humanos, en sentido amplio, mediante técnicas de protección y garantía, hace referencia a un proceso tendente a la efectividad real de tales derechos, lo que obviamente está conectado con puras técnicas jurídicas y con la modificación de las condiciones económicas-sociales que permitan el real disfrute de tales derechos.

Podemos afirmar pues, como primera conclusión, que la protección de los derechos y libertades de la persona humana es un tema que preocupa en todas las instancias de poder, tanto nacionales como internacionales, pues como todo jurista bien conoce, el establecimiento de unas garantías es el elemento determinante para considerar que un derecho puede entenderse como realmente efectivo.

 Es conocido que la actividad de garantías de estos derechos puede desarrollarse en tres mecanismos diferentes de actuación nacional, regional o internacional, con niveles de protección distintos y posibilidades diferentes de los particulares para poder acceder a los mismos.

Es evidente que desde 1948 que se firmó la Declaración Universal de los Derechos Humanos, asistimos a un proceso creciente de internacionalización de los Derechos Humanos, coexistiendo esferas jurídicas diferentes para la protección de estos derechos. 

Esta afirmación nos lleva a una segunda conclusión no menos importante y es que en el campo de los derechos humanos lo importante no es sólo catalogarlos, sino protegerlos, y que en ese proceso de garantías el papel de los particulares debe ser cada vez más creciente para que se puedan entender consolidados.

La efectiva protección de los derechos humanos exige la posibilidad de recurrir individualmente ante los órganos competentes. Es cierto, como han puesto de relieve diversos tratadistas, que el reconocimiento individual del derecho de intentar una acción internacional ha constituido para los estados una auténtica revolución jurídica.

No obstante, hay que reconocer que aunque el acceso directo de los particulares a los instrumentos internacionales ha sido admitido efectivamente; sin embargo, se utiliza todavía de forma excepcional y la capacidad del individuo es limitada. Ciñéndonos al espacio europeo que mejor conozco, existen algunos antecedentes de recursos individuales en los años veinte (en materias de minorías, referidos al Sarre y al territorio de la villa libre de Dantzig), aunque la práctica del recurso de los particulares se ha desarrollado, sobre todo, a partir de 1945.

Entre los tratados internacionales que lo han admitido podemos citar como ejemplo, aunque volveremos sobre ello, la Convención Europea de Derechos del Hombre (artículos 25 a 26), la Constitución de la O. I. -T. (artículos 24 a 31 ), la Carta de las Naciones Unidas (artículo 87.b) en lo que concierne a las peticiones relativas a los territorios bajo tutela.

Para completar este somero enunciado, queda por señalar que ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, hoy Unión Europea, según los casos están legitimados no sólo los estados, sino también los particulares y determinados órganos de las Comunidades. Las reglas y seguimientos procesales de actuación, de apelación ante el Tribunal de Justicia, difieren según sea el sistema CECA, CEE Y CEEA, aunque una exposición más completa de sus diferencias y de la jurisprudencia que la ha interpretado desbordaría el marco de este estudio. De esta introducción conviene resaltar las ideas que servirán como hilo argumental del desarrollo posterior de esta disertación: 

La primera es la ineludible necesidad de instrumentar elementos eficaces de protección de los derechos humanos. 

La segunda, es que existen diversos mecanismos de garantía, para la protección de estos derechos, que actúan en diferentes niveles.

La tercera es que junto a los mecanismos jurisdiccionales de protección de los derechos han aparecido sobre todo a partir de la II Guerra Mundial unas instituciones no jurisdiccionales de protección de los mismos.

Y por último, la posibilidad de los particulares de acceder a los mecanismos tanto internacionales como nacionales es un elemento determinante del grado de consolidación de estos derechos.

III. Las señas de identidad de la figura de los Ombudsman y el Defensor del Pueblo

Como se ha puesto de relieve, el Ombudsman es una institución europea que constituye, un signo de identidad de las democracias occidentales.

Si el Parlamento inglés está considerado como la madre de los Parlamentos, todos los Ombudsmen del mundo reconocen su origen y su legitimidad en el Ombudsman sueco.

En 1809, cuando el monarca Gustavo IV de Suecia se vio , obligado a abdicar, la nueva Constitución incorporó en la organización del Estado, el Ombudsman de Justicia, elegido por el Parlamento para supervisar la Administración Pública y con la obligación de rendir cuentas, no ante el Rey, sino ante el Parlamento.

Estas características originarias siguen definiendo siglos después, con pequeñas modificaciones, la naturaleza de esta institución, extendida hoy en un gran número de países del mundo y en nueve de los doce que integran la Unión Europea. Si en un principio se afirmaba que la protección de los derechos humanos se desarrolla en tres niveles -nacional, regional e internacional-, la figura del Ombudsman se centra sobre todo en el ámbito nacional. Conviene recordar que las instituciones nacionales de promoción de los derechos humanos son las más numerosas; aunque como es lógico mencionarlas desbordaría este estudio, hay algunas especialmente notables por su valor como ejemplo, . según ha reconocido Naciones Unidas, basta citar el Conseil d'Etat francés, el Ombudsman escandinavo y el Buró de Libertades Civiles japonés.

 El Ombudsman significa en sueco comandatario o representante. Es una personalidad de probados conocimientos jurídicos e integridad moral, elegida por el Parlamento para investigar las quejas de los ciudadanos frente a la actividad de las Administraciones públicas. De la figura sueca han derivado instituciones similares en la mayor parte de los países de nuestro entorno cultural, bien sea con carácter nacional, regional o sectorial.

El primer estado de la Comunidad Europea que introdujo esta figura en su ordenamiento jurídico fue Dinamarca en 1953. A continuación lo fueron haciendo la República Federal Alemana por temas militares, Francia, algunas regiones de Italia, Portugal, los Países Bajos, Irlanda, España y Chipre. No lo han implantado todavía Bélgica, Grecia y Luxemburgo.

Si en algunos países se ha mantenido el nombre de Ombudsman, en otros, se le ha denominado con otros títulos: Mediador de Francia, Proveedor de Justicia en Portugal, Comisionado Parlamentario en el Reino Unido y Defensor del Pueblo en España.

En Dinamarca, Francia, Irlanda y Portugal sólo existe un único Ombudsman. En España, además del Defensor del Pueblo, se han elegido otros Comisionados Parlamentarios en siete de las ocho Comunidades Autónomas que lo tienen previsto en sus Estatutos. En el Reino Unido, junto con el Comisionado Parlamentario para la Administración y la Salud, existen otros Comisionados en Escocia, Gales e Irlanda del Norte. Italia cuenta con diversos Defensores cívicos, en las regiones de Toscana, Lugira, y Friuli-Venecia-Julia, entre otras.

¿Cómo se podrían sintetizar todas estas experiencias?

En unas Jornadas de Ombudsman organizadas por la Conferencia sobre la Seguridad y Cooperación en Europa, celebradas en Madrid en 1992, el Doctor Södermann, Ombudsman de Finlandia, puso el acento en la expresión común de "mecanismos no jurisdiccionales" indicando que es un paraguas que describe la variada colección de instituciones del tipo Defensor del Pueblo supervisando el funcionamiento de las autoridades públicas. Aunque admitió que algunas funciones de algunos Ombudsman se acercan a la categoría de cuasi-judiciales. De cualquier modo, creo que Joseph Conrad tenía razón al decir que las palabras como tales son los enemigos de la vida real, así que hay que estudiar caso a caso cada figura.

Igualmente puso de relieve que en la Segunda Conferencia de Defensores del Pueblo europeos de octubre de 1990 en Bolzano, el Profesor Ferdinand Kopp presentó un estudio comparativo sobre los Defensores del Pueblo e instituciones similares en Europa. En este sentido resumió las características básicas de los Defensores del Pueblo de la siguiente manera:

1. El Ombudsman o Defensor del Pueblo defiende los derechos del individuo ante el Gobierno vis -a- vis.

2. El Ombudsman o Defensor del Pueblo es un órgano conciliador, complementario del sistema legal tradicional.

 3. El Ombudsman o Defensor del Pueblo es un órgano de control constitucional independiente que intensifica la responsabilidad del Gobierno.

 4. El Ombudsman o Defensor del Pueblo no realiza funciones judiciales ni ejecutivas.

 5. El Ombudsman o Defensor del Pueblo puede actuar bien sobre quejas de particulares o por propia iniciativa.

 Perfiló los tipos existentes de Defensores del Pueblo e instituciones similares como sigue:

 1. El modelo nórdico (el Defensor del Pueblo mismo): un jurista altamente reputado elegido por la Asamblea Legislativa, constitucionalmente independiente del ejecutivo e investido con amplios poderes de supervisión (Kopp describió el modelo como "una tribuna apoyada por la opinión pública").

 2. El modelo continental: un particular realizando un papel de mediador mientras que el parlamento tiene la última palabra.

 3. El modelo austro-alemán: un comité parlamentario (buwdes-aussttuss).

El Defensor del Pueblo mismo (modelo nórdico)

El Profesor Kopp relacionó las ventajas del modelo nórdico: se accede con facilidad al propio Defensor del Pueblo y sus servicios son gratuitos. El problema principal, según él, radica en las posibilidades limitadas de presentar y obtener pruebas.

En un Congreso Internacional de Defensor del Pueblo en Puerto Rico, al que he hecho referencia, celebrado en mayo de 1991, el Profesor Donald C. Rowat, atribuyó al Defensor del Pueblo la capacidad de operar abiertamente y hacer públicos sus hallazgos.

Mientras se evalúa la operatividad de las diversas instituciones, debemos tener en cuenta que incluso los mismos Defensores del Pueblo no son idénticos, en cuanto a sus funciones y poderes se refiere. Hay una gran variedad de sub-modelos.

Dentro del modelo nórdico las principales variantes son el sueco y el danés. En el modelo sueco, la competencia del Defensor del Pueblo para controlar a las autoridades públicas es bastante amplia, extendiéndose también a las judiciales e incluyendo la facultad para presentar cargos en un tribunal.

En el modelo danés, los poderes del Defensor del Pueblo están más limitados. El modelo sueco ha sido adoptado en Finlandia y España, (con matices) mientras que el danés es más común en el mundo.

Podría mencionar también los llamados Defensores del Pueblo para un solo cometido, que controlan el cumplimiento de la legislación nacional en campos concretos o asuntos especiales como protección del consumidor o de la privacidad, derechos de los emigrantes o igualdad entre hombres y mujeres. Operan fundamentalmente en los países nórdicos y en el mundo anglo-sajón. Realizan un gran trabajo con un gran nivel de especialización en un tema concreto, mientras que su punto débil es una cierta dependencia del gobierno, así como una cierta subjetividad en el sentido de falta de globalidad en sus puntos de vista.

Órganos colectivos

Hay también contrapartidas colectivas a los Defensores del Pueblo individuales, comisiones, comités y otros órganos colegiados. En muchos países desarrollados, las comisiones de derechos humanos persiguen en parte los mismos objetivos que los Defensores del Pueblo.

Las Comisiones de Derechos Humanos pueden funcionar con éxito en un país desarrollado. Son muy adecuadas para reunir iniciativas para contrarrestar los males o injusticias sociales y promover cambios a través de campañas públicas. En cuanto a los comités parlamentarios de quejas, las investigaciones tienen lugar, no sólo bajo la vigilancia del Parlamento sino en la misma Sede de la autoridad parlamentaria, lo cual presenta ventajas e inconvenientes. En este sistema, el elemento político suele ensombrecer los argumentos legales. No es probable que un comité parlamentario pueda investigar un número de quejas individuales con gran profundidad.

Un comité parlamentario puede ser útil para investigar conflictos a un nivel más general y producir propuestas de reforma.

En definitiva, todas las funciones del Ombudsman, como ha puesto de relieve Morstein sirven para que el Ombudsman intente superar o compensar, al menos, el desequilibrio entre potestades administrativas y derechos individuales. En la búsqueda de nuevas formas de salvaguardia de los derechos de los individuos, entre ellos los nuevos de carácter económico-social, aparecen sistemas eficaces y flexibles de control de las Administraciones públicas y de sus funcionarios, tratando de impedir los abusos posibles del poder ejecutivo, su extralimitación o lo que es más importante, el incumplimiento de sus deberes legales o reglamentarios. También nos encontramos en esta nueva realidad, con un desequilibrio en las relaciones del ciudadano con los Poderes Públicos. Y no es otro que, una copiosa legislación en todos los campos en qué amplía su radio de acción, legislación de la que resulta imposible el conocimiento completo por parte de los ciudadanos. 

Además, las relaciones Administración-ciudadano, en la mayoría de las ocasiones, no son relaciones como en las relaciones jurídico-privadas, de igual a igual. Los órganos de la Administración pública por estar investidos de "imperium" gozan de una posición de supremacía con respecto al ciudadano. El control judicial de legalidad, a través de la jurisdicción contencioso-administrativa en los sistemas latinos, se revela en muchas parcelas ineficaz e incluso inaccesible a muchos ciudadanos. Muchos de los derechos económico-sociales no son susceptibles de ser sometidos a ese control, concebido y construido doctrinalmente para la protección de las libertades públicas. El ciudadano tiene la sensación que en todos los ámbitos en que desenvuelve sus actividades está la mano "visible" o "invisible" de la Administración, y adquiere un sentimiento real de desigualdad, de posición de inferioridad en sus constantes relaciones con las Administraciones públicas. 

Entre los diversos sistemas y procedimientos para corregir esta situación de desequilibrio, ha nacido la institución del Defensor del Pueblo, apareciendo por primera vez en nuestro país en el artículo 54 de la Constitución de 1978.

Posteriormente, la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, ha desarrollado este precepto constitucional.

No procede aquí hacer una exposición sistemática sobre los perfiles de la institución, pero si subrayar alguno de sus rasgos fundamentales para comprender las tareas que le corresponde desarrollar en nuestra sociedad:

a. Es una institución parlamentaria de control.

b. Actúa como Comisionado de las Cortes Generales.

c. Son éstas las que designan tanto al Defensor del Pueblo como a sus Adjuntos.

d. Su función primordial es la protección de los derechos comprendidos en el Titulo I de la Norma Suprema y art. 10 a 55, ambos inclusive, en los que están incluidos desde el derecho a la igualdad, a la vida, a la libertad ideológica, religiosa o de culto, hasta el derecho de sindicación, vivienda, salud o protección de los consumidores. 

e. Fiscalizando para ello la actividad de las Administraciones Públicas.

f. Dando cuenta para ello a las Cortes Generales, ante quien responde.

Englobando todos ellos es preciso destacar aquellos elementos que son garantía de la existencia misma de la institución: el primero sin duda, es su constitucionalización. Al contrario que en muchos otros países, el constituyente español, sensible en extremo a cuanto pudiera suponer una ampliación de las garantías de los derechos fundamentales, no quiso dejar al arbitrio del legislador ordinario la decisión de regular en libertad lo aparición y características del Defensor del Pueblo.

En segundo lugar, su regulación por Ley Orgánica, es decir, ley que está necesitada de un quórum específico para su aprobación, como es la mayoría absoluta, en consecuencia el constituyente forzó al máximo la necesidad de aunar criterios entre los distintos grupos parlamentarios. Esta voluntad de consenso y la idea de independencia de la figura del Defensor, queda plasmada por la necesidad de que su elección vaya avalada por una mayoría de 3/5. Mayoría muy cualificada que garantiza la independencia tanto de la persona titular de la institución como de los dos Adjuntos que le acompañan que vienen a gozar de idénticas prerrogativas e incompatibilidades que el propio Defensor y que ésta mismo puede proponer sus nombres y obtener el visto bueno de las Comisiones correspondientes del Congreso y Senado.

En todo caso, la radical independencia del Defensor del Pueblo, queda garantizada, no sólo por el régimen de incompatibilidades que se le aplica, que es uno de los más riguroso existente en todas las instituciones de España a un servidor público, sino también por su inviolabilidad expresa ya que aún siendo elegido por el Parlamento y actuando como un comisionado "no estará sujeto a mandato imperativo" como dice su propia Ley. Es más, puede interponer- recurso de inconstitucionalidad contra una Ley emanada del Parlamento del que es Comisionado.

En cuanto a su papel como garantía de los derechos constitucionales, la figura del Defensor del Pueblo, cobra toda su dimensión porque no sólo puede intervenir para garantizar la inviolabilidad de los derechos fundamentales de las personas, sino también el derecho de los ciudadanos a que las Administraciones Públicas actúen de acuerdo y con respeto al ordenamiento jurídico en general e incluso que aquellas de sus decisiones que se enmarquen en el término propio de la discrecionalidad, no sean fruto de la arbitrariedad.

Este alcance de las competencias y funciones del Defensor del Pueblo, aparece de extraordinaria importancia, puesto que hoy día en los modernos Estados constitucionalmente demócratas, no es frecuente que el ciudadano tenga que soportar una flagrante y directa violación de sus derechos fundamentales, pero por el contrario constituye el pan nuestro de cada día el conjunto de irregularidades, desatenciones o simple ineficacia que caracterizan las relaciones entre el ciudadano y el moderno Leviathan de la Administración Pública.

Once años después de su puesta en marcha efectiva, la institución aparece consolidada y con un alto nivel de credibilidad y aceptación por parte de la opinión pública. Entre 1983 y 1993 se recibieron más de 300.000 escritos, cifra muy superior a la media de los escritos recibidos por figuras similares en otros países.

 Se puede calcular, que durante estos once anos han pasado por la institución más de 700.000 personas y se ha obtenido resultado satisfactorio en una tercera parte de las actuaciones de investigaciones iniciadas. 

Independientemente de las actuaciones individuales que han finalizado con resultado positivo, hay que señalar la labor de promoción de cambios normativos que el Defensor del Pueblo puede realizar e través de sus recomendaciones al ejecutivo o autoridades administrativas competentes. 

Podemos afirmar que esta labor de la institución se ha visto reflejada e incorporada en textos jurídicos con diferente rango normativo. Entre ellos se encuentra, la positivación de los derechos del enfermo recogidos en la Ley General de Sanidad; la protección de los derechos de trabajadores desempleados, recogidos en la Ley Básica de Empleo; la protección a la familia numerosa con hijos minusválidos, recogido en diferentes Presupuestos Generales del Estado. Mayores garantías jurídicas para los expedientes disciplinarios de carácter militar, recogidos en la Ley Orgánica sobre Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas ... y así un largo abanico que abarca más de doscientas disposiciones que recogen directa o indirectamente estas recomendaciones del Defensor del Pueblo.

No podemos olvidar la labor de control constitucional que la institución ha ejercido con prudencia, mediante la interposición de recursos de inconstitucionalidad o amparo ante el supremo intérprete constitucional como es el Tribunal Constitucional.

Once recursos de inconstitucionalidad de los que el Alto Tribunal ha estimado, hasta el momento, cuatro y desestimado otros cuatro. En el primer caso se produjeron modificaciones de las Leyes Generales de Presupuestos de 1983, 1984 y 1985, en lo concerniente a la subvención consignada a favor de "las Centrales Sindicales más representativas", en concordancia con los criterios sustentados por el Defensor del Pueblo. Por último, diez recursos de amparo y la presentación de un "habeas cor pus" completan el abanico constitucional de actuaciones ejercidas por esta institución en defensa y garantía de los derechos ciudadanos.

IV. La protección de los derechos humanos y la actuación de la institución

De todos es conocido que para que los derechos humanos se conviertan en realidad legal, debe contarse con tres requisitos;

· Debe existir una sociedad organizada en forma de Estado.

· Dentro del Estado, los derechos humanos deben ejercitarse como un marco legal preestablecido, lo que no impide que hayan podido variar de acuerdo con las circunstancias y con la naturaleza de los derechos.

· Y por último, debe proporcionarse a quienes están en posición de ejercer los derechos humanos las garantías legales específicas y en especial, los recursos necesarios para asegurar que tales derechos son respetados.

Llegados a este punto, difícilmente se podría explicar la naturaleza de la institución del Ombudsman, si no se hiciera referencia a un aspecto indisolublemente unido a la protección y defensa de los derechos humanos como es el de las técnicas de protección. En este sentido, hay que poner de relieve el carácter no jurisdiccional de esta institución y el ámbito de actuación nacional al que se circunscriben sus actuaciones.

Desde estas dos vertientes podemos afirmar en primer lugar, que el Defensor del Pueblo, desde la naturaleza no jurisdiccional, es también una institución de promoción y defensa de los derechos humanos y, en segundo lugar, desde su competencia nacional mantiene una estrecha relación con las instituciones jurisdiccionales de defensa de esos derechos, fundamentalmente en el marco del Convenio Europeo y mantiene sólidos contactos de intercambio de experiencias y criterios con instituciones similares en otros países en orden a la consolidación de la función que le es propia, tanto en el marco europeo como, muy especialmente, en Latinoamérica. 

La importancia de los derechos humanos en la sociedad contemporánea se demuestra no sólo por el mecanismo cada vez mayor de textos relevantes de diverso valor jurídico, sino también por la gran diversidad de instituciones competentes para su protección.

Aunque nos hemos referido a ello con anterioridad, conviene a los efectos de este trabajo, insistir en la idea de que en la actualidad una serie de organismos internacionales se ocupan de cuestiones relativas a los derechos humanos. Considerados como un todo, es decir, en cuanto que organizaciones de Derecho internacional público, quizá su número no sea excesivo, bastaría entonces con aludir a la ONU, a algunos organismos especializados, fundamentalmente la OIT y la UNESCO, y a las organizaciones regionales, el Consejo de Europa y la Organización de Estados Americanos -

El problema es más complejo si queremos enunciar los órganos concretos de estas organizaciones que, bien en base a su estatuto o carta fundacional, bien en base a resoluciones posteriores, bien por lo dispuesto en convenios generales o específicos aprobados en sus respectivos ámbitos, detentan algún tipo de competencia relacionada con los derechos humanos o ciñéndonos a los órganos jurisdiccionales colegiados con competencia decisoria, aparecen el Tribunal Internacional. de Justicia de La Haya, la Comisión y el Tribunal de Derechos Humanos en el marco del Consejo de Europa, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, con sede en Luxemburgo o la Corte Interamericana de Derechos Humanos, establecido a partir de 1979 por el Convenio de San José en su especifico ámbito geográfico.

Si al conjunto orgánico de mecanismos de la ONU unimos los que dependen de los diferentes organismos especializados y regionales, nos encontramos con una pléyade de instituciones internacionales relativas a los derechos humanos, nada desdeñable por su volumen y muy variada en cuanto a la composición, funciones y competencias de cada una de ellas, por lo que se dificulta la tarea del jurista de sistematizarlas adecuadamente.

El criterio básico de distinción para abordar el estudio de este abigarrado aparato quizá sea el propuesto por Vasak entre instituciones de promoción e instituciones de protección de los derechos humanos. Las primeras realizan una acción dirigida hacia el porvenir; su misión se cifra en la información y en la prevención de situaciones de violación futura de los derechos humanos; las técnicas inherentes a esta misión serian las de carácter legislativo, en sentido amplio: estudios, investigaciones, informes, redacción de textos... Las instituciones de protección tienen, por el contrario la tarea de "garantizar el respeto de los derechos humanos tal y como se configuran hoy en día, con relación a situaciones concretas de posible violación; las técnicas que les son propias tienen un carácter jurisdiccional o cuasi-jurisdiccional y, en último término se resumen en la posibilidad de imponer sanciones a los infractores". Por lo demás, entre unas y otras instituciones existe una relación dinámica, ya que la promoción es un primer estadio que conduce a la protección posterior.

Esta tesis es aceptable con algunas matizaciones como ha puesto de relieve el profesor García de Enterria.

En primer lugar, existen órganos que desempeñan al mismo tiempo funciones de promoción y de protección de los derechos humanos en el sentido antes expuesto. Ello nos revela, en segundo lugar, que la distinción entre ambos tipos de funciones no es totalmente nítida. A su vez esta afirmación es consecuencia del carácter heterogéneo e incompleto que tienen los medios de protección internacional de estos derechos. Existe toda una escala de técnicas y sistemas jurídicos de protección, pero en ningún caso pueden compararse a los propios del Derecho interno o estatal.

Finalmente hay que repetir que de hecho existe un foso bastante profundo entre el grado de reconocimiento o promoción de los derechos humanos a nivel internacional y el correspondiente grado de protección, por lo que gran parte de la tarea promocional permanece aún como una bandera suspendida en el aire en espera de un mástil que la fije a tierra. Sin el vinculo de medios eficaces de protección corre el riesgo de convertirse en el reclamo mágico de una exposición internacional o una declaración de buenas intenciones sin ninguna eficacia jurídica.

Al analizar los mecanismos de protección jurisdiccional de los derechos humanos y su influencia en las actuaciones del Defensor del Pueblo, debemos referirnos a dos órganos judiciales o cuasi judiciales como son la Comisión y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sin olvidar la posible ampliación de esos sistemas de protección de los derechos fundamentales del ciudadano comunitario por medio de la Adhesión de las Comunidades Europeas a la Convención Europea de los Derechos Humanos (C.E.D.H.), o Convenio de Roma.

Debe enfatizar se que tanto la Convención como la Carta Social Europea son auténticos Tratados Internacionales de carácter plenamente obligatorio para las partes y con plena vigencia, al igual que son los Pactos Internacionales de las Naciones Unidas, quedando pues insertas en nuestro ordenamiento jurídico y condicionando la actuación de los poderes públicos según lo preceptuado en el artículo 10 de la Constitución. 

Ahora bien, la novedad más importante de la Convención del Consejo de Europa y de la Carta Social Europea, en contraste con sus equivalentes de la O. N. U. , consiste en que instauraron un sistema de garantías colectivas y determinados mecanismos de control en el que intervienen cuatro órganos: el Secretario General del Consejo de Europa, la Comisión Europea de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Comité de Ministros riel Consejo de Europa. Para centrarnos exclusivamente en el marco europeo nos referiremos sólo a la Comisión y al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como las piezas fundamentales de garantía y control. Como resumen esencial cabe destacar que la Comisión puede ocuparse no sólo de las reclamaciones pendientes por los Estados contratantes, sino también de las reclamaciones formuladas por las particulares organizaciones no gubernamentales o grupos de personas. Presentada cualquier denuncia, gubernamental o individual, la Comisión la examina para decidir su admisibilidad o rechazo, no cabiendo recurso alguno contra la decisión adoptada.

Como se ha dicho, el articulo 25 del Convenio al permitir la presentación de demandas individuales, ha supuesto una ruptura con el Derecho Internacional, al abrir la posibilidad de que una persona individual o demás sujetos legitimados para ello, deduzca directamente una demanda contra un Estado, incluso su propio Estado, ante un Órgano Internacional. 

La relevancia jurídica del recurso individual es innegable, pues si el articulo 24 del Convenio expresa la solidaridad inherente a las democracias europeas, miembros del Consejo de Europa, el artículo 25 y el derecho de recurso individual, constituyen la piedra angular del Convenio de Europa de Derecho Humanos.

Solamente quiero en este momento apuntar que hasta la fecha, la Comisión ha estimado admisibles todas las demandas interestatales mientras que por el contrario ha rechazado y declarado inadmisibles la inmensa mayoría de las demandas individuales. Dato que es importante a la hora o e señalar las futuras vías de relación entre el Consejo de Europa v los Ombudsman Europeos, como certeramente se señaló en la reunión que se realizó el 27 y 28 de junio de 1988 en Estrasburgo, entre la Comisión de Derechos Humanos del Consejo de Europa y los Ombudsman.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (igual número de miembros que el Consejo de Europa, actualmente 23), tiene jurisdicción acerca de las controversias sobre interpretación y aplicación de la Convención que le someten las Altas partes contratantes o la Comisión, aunque su jurisdicción es facultativa u opcional.

La mayoría de los Estados miembros aceptan la jurisdicción del Tribunal Europeo de Derechos Humanos lo que contribuye a explicar el incremento espectacular de las actividades del Tribunal, sin embargo, tiene el límite, no sólo del carácter voluntario de su jurisdicción, sino que presenta además la peculiaridad de la falta de legitimación activa del particular demandante para deducir directamente una demanda ante el Tribunal, a diferencia de la Comisión.

No obstante, la práctica y el Reglamento del Tribunal han flexibilizado estas limitaciones, en el sentido de que a partir del 1 de enero de 1983, el particular puede ser autorizado a participar en el procedimiento ante el Tribunal con posición procesal propia, distinta y separada de la Comisión. Lo que el particular no puede es deducir directamente la demanda ante el Tribunal ya que carece de legitimación activa para ello.

El importante cúmulo de sentencias del Tribunal Europeo, constituye la doctrina jurisprudencial irás extensiva que sobre derechos y libertades, se ha producido por un órgano jurisdiccional.

Descendiendo al campo de lo concreto, el Defensor del Pueblo al fundamentar sus recomendaciones o sugerencias ha tenido muy en cuenta estos criterios. Cabe recordar que en la presentación del recurso de inconstitucionalidad al artículo 7 de la Ley 7/1985, de derechos y libertades de los extranjeros en España, se argumentó la vulneración del artículo 21 de la Constitución en relación con el artículo 16 de la misma, así como de los artículos 9, 11 y 14 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, y de los artículos 2, 3, 18 y 21 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, recurso que fue estimado por el Tribunal Constitucional.

La vulneración de otros preceptos de estos pactos y tratados internacionales fue también alegada en el recurso 3/1985, interpuesto el 28 de mayo contra la Ley Orgánica 8/1984, de 26 de diciembre, de Objeción de Conciencia, en este caso el Alto Tribunal no estimó el recurso.

La reciente sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 2 de agosto de 1984 -caso Mallone- en relación con el articulo 8 de la Convención, fue utilizada en una recomendación de la institución en los supuestos de garantía de las intervenciones telefónicas contenidas en el Informe Parlamentario de 1988.

En este mismo informe y, en relación al derecho a la defensa ya la asistencia letrada previsto en el articulo 24 de la Constitución Española, el Defensor del Pueblo ha tenido en cuenta que la interpretación de este derecho fundamental debe hacerse en relación con los Convenios Internaciones según exige el artículo 10 de la Constitución y, en concreto, con los artículos 6.1 y 6.3 c) del Convenio de Roma de 1950, que permiten afirmar también la constitucionalización dentro de este derecho fundamental del derecho, en ciertos casos, a la asistencia letrada gratuita.

 Y así, en la interpretación de dichos preceptos, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (casos Arsey, Sentencia de 9 de octubre de 1979; Ártico, Sentencia de 13 de mayo de 1980, Pakelli, Sentencia de 25 de abril de 1983) ha entendido que dentro del deber positivo del Estado de garantizar el acceso de los Tribunales, que prevé el artículo 6.1 del Convenio (derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, entendido como acceso a la jurisdicción en este caso), se encuentra la obligación de aquél de proveer de asistencia jurídica gratuita cuando existe una insuficiencia de medios económicos y cuando lo exige el interés de la justicia (artículo 6.3 c) del Convenio.

Las decisiones de la Comisión de Estrasburgo en los casos ADM.COM.AP 8395/81, de 16 de diciembre y del ADM.COM.AP 7754/77, de 9 de mayo, han servido también para fundamentar una resolución de esta institución para que la Administración penitenciaria militar no procediera a sancionar de forma . reiterada con el aislamiento en celda sin intervención de la autoridad judicial, en este caso el Juez Togado Militar de Vigilancia penitenciaria, contraviniendo así principios y derechos constitucionales interpretados de acuerdo con los Tratados y Textos internacionales sobre Derechos Humanos, concretamente el artículo 3 del Convenio de Roma. Del mismo modo, las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en los casos Neumeister, Wemhoff, Reingeisen, Stögmiller, han sido tenidas muy en cuenta en los casos de prisión preventiva, con especial incidencia en el ámbito de justicia militar.

Para finalizar, debemos referirnos a los derechos humanos y al derecho comunitario europeo. Los tratados constituyentes de las comunidades europeas no contenían disposiciones en materia de derechos fundamentales, aunque incluían algunas normas sobre garantía y mejora de la situación del individuo dentro de la comunidad. La ausencia de un catálogo específico de derechos fundamentales se debe, sin duda, al origen de los Tratados de París y Roma, que eran meros instrumentos técnicos de integración económica. Sin embargo, este ámbito restrictivo se ha ido ampliando con el tiempo hasta el punto de que cada Estado miembro de la Comunidad se ha comprometido individualmente a respetar los derechos fundamentales, planteándose un importante debate en el seno de las Comunidades acerca de su adhesión, como tal, al Convenio Europeo de Derechos Humanos. Dicha adhesión, así como la referente a la Carta Social Europea, presenta, al parecer, ciertos problemas técnicos y políticos que, no obstante, no parecen insuperables.

El Parlamento Europeo ha incitado el debate y el Tribunal de Justicia de las Comunidades ha llenado con su jurisprudencia, desde 1969, la laguna que en materia de derechos humanos se contiene en los Tratados, habiendo declarado que el respeto de los derechos fundamentales forma también parte integrante de los principios generales del derecho que el Tribunal tiene el deber de hacer respetar, de acuerdo con las tradiciones constitucionales que los Estados miembros tienen en común.

La insistente actuación del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, sobre todo a partir de 1969 que ha ido elaborando una cierta doctrina acerca de la protección de los "derechos fundamentales del ciudadano comunitario", ha provocado la actuación del resto de las instituciones comunitarias que aunque inicialmente reacias ante una problemática que no parecía tener mucho que ver con la que habitualmente las ocupa, han acabado por sostener conjuntamente con el Tribunal una postura progresiva, reivindicando por consiguiente competencias sobre el tema. El Tribunal de Luxemburgo a partir de esa fecha cuenta con una docena de fallos en la que con ciertas variantes elabora una jurisprudencia protectora.

Además el Tratado de Maastricht en su artículo 138.E incorpora la figura del Defensor del Pueblo Europeo. Asimismo, en su articulo F. 2 afirma el principio al respeto de los derechos humanos del siguiente tenor: "La Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, y tal como resultan de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como principios generales del Derecho comunitario".

V. El Defensor del Pueblo en América Latina

Para abordar esta cuestión, es obligado por mi parte referirme a la magnifica conferencia introductoria que pronunció don Alvaro Gil-Robles, anterior Defensor del Pueblo de España, en la pasada reunión celebrada en San José en el mes de junio, que ha constituido para mi la referencia clave a la hora de abordar un análisis sistemático de este apartado. Suyo es pues el mérito, y mi agradecimiento al limitarme a transcribir su autorizada opinión que completaré con algunas acotaciones propias.

Dice el Profesor Gil-Robles que hace menos de dos décadas sugerir que el Defensor del Pueblo podría llegar a integrarse en los distintos países de América Latina podía parecer un sueño o un vano empeño de erudito del derecho. Hoy es una realidad cierta, pujante y efectiva en no pocos países y otros tantos se aprestan a introducirlo en sus sistemas constitucionales y a regularlos legislativamente. Algunos de estos últimos, terminado ya este proceso, se encuentran en fase de lección del titular de la institución y de puesta en marcha de la misma.

En consecuencia, abordar hoy en día en estudio riguroso y en profundidad del fenómeno de expansión del Defensor del Pueblo en América Latina, sus rasgos esenciales, características propias y tipos de cuestiones a las que -ha de hacer frente, no sólo es una rigurosa necesidad científica, sino también una ineludible exigencia en vistas a facilitar su mayor operatividad.

A. Antecedentes

No creo que sea un desacierto afirmar que al igual que en el caso español, la institución del Defensor del Pueblo o la del Procurador de los derechos Humanos se inspira directamente en la institución original del Ombudsman escandinavo, si bien cada país ha realizado sus particulares adaptaciones, teniendo en muchos casos muy presente el mas cercano antecedente constitucional y legal español. Pero también puede sostenerse, desde una perspectiva histórica, que cumplió funciones en cierta manera similares el Sahib-Al-Mazalim de la España musulmana (el cual se aparecía, según RIBERA, como un "Juez de extraordinarias y excepcionales atribuciones, nombrado por el Sultán, para la especial tarea de oír y substanciar las quejas de contrafuero o agravio de autoridad y empleados públicos"), o más tarde el Justicia Mayor de Aragón, y también en el continente americano se pueden detectar situaciones y experiencias semejantes, que podrían considerarse como remotos antecedentes de la realidad actual.

Así durante el imperio incaico en el Perú, siglos XI al XVI, actuaba el Tucuyricuy ("el que todo lo ve") encargado de vigilar la compleja administración y funcionamiento burocrático del Consejo Imperial (integrado según se ha podido saber por los jefes de cada Suyo (es decir, de las cuatro provincias del Imperio), los Suguyuc Apu (conjunto de funcionarios), los Capac Apo (que cumplían funciones de gobierno en ciudades de importancia) y otros delegados y representantes, comunicando sus informes a las jerarquías superiores del Imperio, pudiendo llegarse como consecuencia de ellos a la destitución de distintos funcionarios.

Otro tanto podría decirse muchos años más tarde con respecto al Protector de los Indios, dentro de la estructura de la administración indiana, creado a iniciativa de Fray Bartolomé de las Casas por el Cardenal Cisneros, por Real Cédula de 17 de septiembre de 1516.

En igual sentido y por sólo citar algún ejemplo, en México "La Procuraduría de Pobres" creada en 1847 e integrada por tres procuradores designados por el Gobierno, tenía por función actuar en defensa de las víctimas de las injusticias y abusos de las autoridades. Hacían visitas de inspección a las cárceles o cualquier oficina pública; realizaban investigaciones de oficios y podían recabar cualquier tipo de documentación en las oficinas publicas.

En otro orden de cosas el ejemplo de los Personeros Municipales en Colombia, es otra muestra sin duda más cercana pero igualmente válida de instituciones que en ámbitos territoriales definidos realizaban funciones que más tarde se . han integrado como propias del Defensor del Pueblo, recientemente constitucionalizado en aquella República. Desde esta perspectiva no puede ignorarse que en su momento se produjeron interesantísimas experiencias precursoras del actual Defensor del Pueblo o del Procurador de los Derechos Humanos. Pero procede ahora realizar una somera descripción o puesta al día del proceso de adaptación actual del Defensor del Pueblo a los distintos países de América Latina y naturalmente ello exige trabajar con un cierto método. 

Cualquier clasificación a la hora de estudiar una materia tiene siempre un determinado grado de aleatoriedad, y en el caso que nos ocupa, posiblemente no nos encontremos ante una excepción. De cualquier forma y a efectos meramente orientativos, el Profesor Gil-Robles ha optado por realizar una división de trabajo considerando diferentes grupos de países y en concreto por una parte aquéllos que ya lo han constitucionalizado, los que simplemente los regulan por ley, los que están en pleno proceso de reforma constitucional y finalmente otros supuestos varios.

B. Países que ya tienen en marcha la institución

a. Con previsión constitucional

1. Encabeza este grupo la República de Guatemala cuya Constitución de 31 de mayo de 1985, fue la primera en introducir la institución en América Latina y en constitucionalizarla a través de los artículos 273 y siguientes, que conforman el capítulo quinto del Titulo Sexto dedicado a las "Garantías constitucionales y defensa del orden constitucional" El Procurador de los Derechos Humanos nace como un comisionado del Parlamento, que le elige, con la misión de defender los derechos humanos garantizados por la Constitución, fiscalizando a la administración y rindiendo un informe anual al Congreso. La ley de 1º de octubre de 1986 articula la regulación concreta del funcionamiento de la Comisión y el Procurador de los Derechos Humanos. 

No cabe la más mínima duda de que el Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala se vincula a la mejor y mas pura tradición de los Ombudsman, estando también claramente presente la influencia del artículo 54 de la Constitución Española. Pero al tiempo se introducen factores que lo diferencian de cualquier otro modelo y que suponen dar entrada a algunas competencias muy particulares, que más tarde veremos reproducidas en otras experiencias constitucionales y legales de otros países latinoamericanos.

Así el entender que la asunción de quejas por la violación de los derechos humanos, que es base fundamental de la razón de ser del Procurador, no exige que las mismas sean formalmente imputables a una administración pública y a sus funcionarios, sino que también pueden abordarse casos que afecten exclusivamente a relaciones entre particulares. Si a ello añadimos la amplísima concepción constitucional de los derechos humanos, podremos entender la envergadura de la misión encomendada al Procurador.

De otra parte, también se le reconoce legitimación activa para actuar ante los tribunales en defensa y cumplimiento de su misión, posibilitándosele "promover acciones o recursos judiciales o administrativos, en los casos en que sea procedente (articulo 275 f)".

2. La experiencia de Guatemala permaneció durante algunos años como casi exclusiva en Centro América, hasta que en la República de México empezaron a darse los primeros pasos para configurar una institución semejante al Ombudsman.

Como antecedente cabe citar la iniciativa del Gobernador de San Luis Potosí, Ponciano Arriaga, de crear las Procuradurías de Pobres, pero acercándonos a nuestros días existió la creación de la Procuraduría Federal del Consumidor, activa desde 1976 y creada por la Ley Federal de Protección al Consumidor de 19 de diciembre de 1975, así como la iniciativa de don Pedro Zorrilla Martínez, Gobernador de Nuevo León, que en 1978 propuso crear una Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos, que no prosperó.

No obstante será a partir de 1990, bajo la administración del Presidente Salinas de Gortari, cuando se aprecie un impulso decidido y riguroso para poner en marcha los mecanismos institucionales necesarios para la defensa de los derechos fundamentales. Así, por Decreto Presidencial de 5 de junio de 1990 se crea la Dirección General de Derechos Humanos, dependiente entonces de la Secretaría de Gobernación y que fue el germen de lo que hoy conocemos como Comisión Nacional de Derechos Humanos .

Mas tarde, el 27 de enero de 1992 se publica la reforma del articulo 102 de la Constitución, estableciendo su apartado B que "El congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los derechos humanos que otorga el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación que violen estos derechos. Formularán recomendaciones públicas autónomas no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas". Más adelante se excepciona a estos organismos de conocer sobre quejas referentes al orden electoral y se prevé la existencia de un mecanismo de apelación para conocer de las inconformidades en relación con las recomendaciones que formulen.

Consecuencia de esta modificación constitucional fue la Ley orgánica de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de 25 de junio de 1992, donde sin duda el punto más significativo, a los efectos que aquí interesan y sin entrar en el amplísimo ámbito de sus competencias, es el que establece una designación del Presidente de la Comisión a través de una "competencia compartida" entre el Presidente de la República que hará el nombramiento pero sometido a la aprobación de la Cámara de Senadores, o no estando reunida ésta, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.

En su conferencia, el Profesor Gil-Robles afirmaba que, sin duda, puede mantenerse que la Comisión Nacional de Derechos Humanos no reúne la característica esencial de un Ombudsman en su más clásica acepción, cual es que sea elegida única y exclusivamente por el Parlamento, pero no puede negarse que de hecho cumple plenamente las mismas funciones con un grado de independencia no discutido por nadie, y que al tiempo se está produciendo un paulatino desplazamiento institucional hacia esta última formulación pura. De hecho se ha roto la formal dependencia del ejecutivo, pues de facto tal dependencia no ha existido realmente, y ya participa el Legislativo en el nombramiento, al tiempo que se constitucionaliza la institución. Si tenemos en cuenta que una institución como el Mediateur francés es considerada indiscutiblemente como un Ombudsman y es nombrado exclusivamente por el Presidente de la República y en nada se relaciona directamente con el Parlamento, sería profundamente injusto cuestionar la verdadera condición de Ombudsman de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

Sin embargo sí es interesante observar que la misión fundamental de la Comisión es la protección de los derechos humanos, sin perjuicio de otras cuestiones de control ordinario de la administración, pero además también le compete la "promoción, estudio y divulgación" de aquellos. No obstante las quejas por violación de derechos humanos han de ser imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter federal, con lo que esencialmente quedan fuera de su competencia las cuestiones entre particulares (con las salvedades del articulo 6 ° II. b), que se supone dependerán del orden judicial ordinario - Añadamos a ello que el Poder Judicial queda expresamente fuera del ámbito de competencia de la Comisión, y que se dice expresamente "ninguna autoridad o servidor público dará instrucciones" a la CNDH en perfecta sintonía con lo que igualmente dispone de manera taxativa la Ley orgánica del Defensor del Pueblo español.

Finalmente destacar una característica que pocos Ombudsman tienen en el contexto de las normas, como es el que las recomendaciones y resoluciones de la CNDH pueden ser recurridas en queja.

3. Cierra este grupo de países El Salvador y Colombia. Con respecto al primer de éstos la Procuraduría de Derechos Humanos tiene un origen directamente vinculado a los acuerdos de paz que pusieron fin a largos años de guerra civil. En tales acuerdos y más concretamente en los firmados en Ciudad de México el 27 de abril de 1991, se establecía la creación de la Procuraduría con la específica misión de promover y defender los derechos humanos en todo el país (Apartado II.l.c).

Consecuencia de ello fue la articulación de diferentes modificaciones constitucionales que condujeron a la actual redacción de los artículos 191 y 194 de la Constitución, por lo que al Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos se refiere. En este último se determinan las competencias a que ya hemos hecho referencia, pero además ha de advertirse que en su mandato de velar por la protección de las victimas de las violaciones de derechos humanos, no se hace distinción entre quejas que se refieran a la administración o a los particulares, por lo que ha de entenderse que es competente para investigar en ambos terrenos. También se le reconoce la posibilidad de interponer recursos judiciales o administrativos a estos mismos efectos: elaborar informes y recomendaciones, así como emitir opinión sobre proyectos de ley. Finalmente y completando este capítulo fundamental de defensa de derechos fundamentales de las personas, el Procurador podrá "supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas", lo que completa su abanico de competencias al igual que el conjunto de los Ombudsman.

Es importante destacar que el artículo 192 de la Constitución establece la elección del Procurador de la Asamblea Legislativa y un mecanismo de mayoría calificada para su posible destitución, lo que refuerza notablemente su estatuto de independencia frente a los poderes públicos cuya actuación ha de supervisar. El 20 de febrero de 1992 se aprobó por la Asamblea Legislativa la ley que específicamente regula el funcionamiento de la Procuraduría..

No puede silenciarse que la Procuraduría en El Salvador está íntimamente ligada a los trágicos avatares por los que tuvo que pasar el país durante estos últimos años y que su papel en el reforzamiento de la incipiente democracia ha sido y es esencial, así como que tal misión está siendo cumplida con un esfuerzo notable y un rigor y eficacia reconocidos.

4. La experiencia colombiana, finalmente, reviste otros caracteres, dado que aún cuando el Defensor del Pueblo se encuentra directamente vinculado hoy en día a la Constitución de 4 de julio de 1991, es lo cierto también que pueden apreciarse ciertos precedentes que hacen de esta incorporación constitucional el que sea un paso más en un largo proceso histórico de reflexión al respecto.

No es este el lugar oportuno para detallar en extenso tales antecedentes, pero si puede recordarse que ya en 1885 don Sergio Arboleda sugirió al Consejo de Delegatarios la creación de lo que llamaba un "poder Cooperativo", con la misión de velar por el amparo de los derechos individuales en el país. Así la iniciativa del Presidente del Senado en 1964, don Augusto Espinosa Valderrama para la creación del "Procurador del Congreso para la Administración", o las manifestaciones de Alfonso López Michelsen, en 1958, según las cuales deploraba que no existiera la moderna institución del Ombudsman, proponiendo finalmente en 1976 un proyecto creando la "proveduria de la administración".

El Profesor Gil-Robles puso de relieve que el tratamiento que se da en la Constitución colombiana a la institución conduce a reconocer que si bien el Defensor del Pueblo en Colombia, en la práctica ha demostrado que es rigurosamente independiente, técnicamente no lo es aún en plenitud por cuanto su articulo 281 determina claramente que "formará parte del Ministerio Público y ejercerá sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación", si bien es cierto también que la propia Constitución prevé su elección por la Cámara de Representantes. No puede ocultarse que esta estructura constitucional es compleja. 

Resulta también interesante constatar como en el caso colombiano se producen avances importantes sobre el conjunto de competencia que hemos visto que en términos generales reconocen otras constituciones a los Procuradores de Derechos Humanos o Defensores del Pueblo en Latinoamérica. Así el articulo 282 de la Constitución, le encomienda la defensa de los derechos humanos y la divulgación de éstos, pero también le legitima para interpone acciones populares ante los tribunales en asuntos de su competencia y para presentar proyectos de ley, es decir, le reconoce directamente iniciativa legislativa. Son sin duda estas competencias muy singulares, de enorme interés y que habrá que analizar cómo se encauzan en su ejercicio, estudiando los informes del Defensor del Parlamento.

No obstante he tenido la oportunidad de conocerlo, personalmente, hace apenas dos meses en Colombia en unas Jornadas sobre Justicia y Desarrollo en los albores del siglo XXI y he conocido ampliamente su acertada labor que se contiene en su primer Informe Anual, donde ha puesto de relieve que el objetivo en este primer año ha sido priorizar sus actividades en materia de derechos humanos, señalando que es un problema más cualitativo que cuantitativo que afecta a personas en especial situación de vulnerabilidad, campesinos, indígenas, empleados, personas en situación de indigencia o estigmatizadas por sus antecedentes, así como las circunstancias especiales de los miembros de la población carcelaria.

5. Un tratamiento y consideración particulares requiere el caso del Perú, por cuanto de una parte es cierto que en la Constitución recientemente aprobada se ha creado la figura del Ombudsman e, incluso con prácticamente todos los rasgos esenciales, o formales, de una institución clásica, pero no deja también de ser menos cierto que cabe albergar serias dudas sobre el contexto realmente democrático del actual régimen político surgido de un golpe de Estado. Con el anterior régimen constitucional el Ministerio Público asumía las funciones de defensa de los derechos que hoy se confían al Defensor del Pueblo constitucional, de tal forma que su articulo 250.4 encomendaba a aquél "actuar como defensor del pueblo ante la administración pública". La propia ley orgánica del Ministerio Público de 16 de marzo de 1981, le atribuía el "velar por el respeto de los derechos fundamentales de la persona proclamados por el Título I, Capítulo I, de la Constitución, en el ámbito de la administración pública, incluyendo las fuerzas armadas y fuerzas policiales sin interferir en lo que es propia de estos mandos (sic)".

Más tarde el Reglamento de la Ley de simplificación administrativa de 1989, en su articulo 3, J., establecía que eran derechos de los usuarios el "ser amparados por el Defensor del Pueblo en los casos de abusos y de actos arbitrarios cometidos por servidores y funcionarios públicos y hacer uso de todos los recursos que les franqueen las leyes", aun cuando ha de entenderse esta referencia al Defensor como propias del Ministerio Público, como bien indica Raquel Álvarez Díaz, en su proyecto de tesina sobre la materia, ya que el mismo año el propio Fiscal de la Nación creó fiscalías especiales de defensoría del pueblo y derechos humanos en determinados distritos judiciales del Perú. Al margen de lo anterior, y como ya indicaba, la nueva Constitución, ratificada en referéndum el 31 de octubre de 1993, en sus artículos 161 y 162 configura la institución del Defensor del Pueblo, con carácter autónomo, dependiendo del Poder Legislativo que lo elige, y en consecuencia terminando con el periodo de integración en el Ministerio Público y en consecuencia en el ejecutivo. No recibe mandato imperativo y se le atribuye la misión de defender los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad, así como supervisar el cumplimiento de los deberes de la administración estatal y la prestación de los servicios públicos a la ciudadanía. Se configura como una magistratura de persuasión, que actúa a través de recomendaciones e informes, y que recibe quejas de los ciudadanos pero no de los funcionarios en relación con la propia administración.

b. Países con regulación exclusivamente de orden legal En este segundo bloque pueden incluirse dos importantes países como son Argentina y Costa Rica, ninguno de los cuales ha dado aun el paso de incluir en sus textos constitucionales una referencia expresa a la institución del Defensor del Pueblo o del Procurador de los Derechos Humanos, que sin embargo está funcionando en ambos desde hace ya un tiempo. No obstante también es previsible que en las futuras reformas constitucionales que tales países tal vez pongan en marcha en un tiempo no muy lejano, la inclusión de esta institución será un hecho.

En el caso argentino no puede afirmarse que la institución carece de antecedentes. Con carácter nacional el Defensor del Pueblo nace con la Ley N° 24.284, de 1 de diciembre de 1993, después de un largo proceso que se inicia con el proyecto de Ley de los senadores Eduardo Menen y Libardo Sánchez en el año 1984, Incluso unos meses antes de convertirse en ley, la institución fue regulada por un Decreto Presidencial, que preveía en su texto la próxima aprobación de la ley que de hecho nunca dio lugar a la designación y puesta en marcha de la institución por esta vía.

Pero además estas iniciativas parlamentarias y los conocidos trabajos científicos del Dr. Padilla y del Dr. Maiorano, impulsor de la actual ley siendo Ministro de Justicia, es lo cierto "también que la Argentina ha conocido una práctica real de funcionamiento de la institución, tanto en el ámbito de las provincias, como en el de la Municipalidad de Buenos Aires, pionera en el país al crear su Honorable Consejo Deliberante, por Ordenanza de 17 de octubre de 1985 (N°40.831) la Controladuría General Comunal. Las Provincias de Santa Fe, San Juan, San Luis, Córdoba y Formosa cuentan con Defensores del Pueblo creados por leyes de sus respectivos Parlamentos, remontándose la primera de ellas al año 1987. Además las ciudades de La Plata y de Posadas, así como las comunas de Chilecito (La Rioja) y La Banda (Santiago del Estero) cuentan también, con la institución funcionando en su propio ámbito competencial.

Como conclusión de este largo proceso. Argentina se encuentra pendiente únicamente de completar el proceso de elección del primer Defensor del Pueblo nacional, con lo que definitivamente se cerraría el ciclo de contar con defensores municipales, provinciales y nacional.

La Defensoría del Pueblo se crea "en el ámbito del Poder Legislativo de la Nación", siendo elegido por el Congreso de la Nación, no recibiendo instrucciones de ninguna autoridad y cuya función fundamental es proteger los derechos e intereses de los individuos y la comunidad frente a los actos, hechos y omisiones de la administración pública nacional", según determina el artículo 1 de la ley.

Desde la perspectiva competencial la nueva institución nace con un amplio campo de actuación, pero también con ciertas restricciones. Así el artículo 16 determina que en el concepto de administración pública nacional "quedan comprendidas la administración centralizada y descentralizada; entidades autárquicas; empresas del Estado; sociedades del Estado; sociedades de economía mixta; sociedades con participación estatal mayoritaria; y todo otro organismo del Estado nación, cualquiera fuere su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regirlo, o lugar del país donde preste sus servicios".

No obstante a renglón seguido deja bien claro que "quedan exceptuados del ámbito de competencia de la Defensoría del Pueblo, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y los organismos de defensa y seguridad", lo que sin duda constituye un bloque de materias muy significativas. Junto a ello se le reconocen al Defensor las competencias de investigación y sugerencia o recomendación, comunes a todos los ombudsman, pero al contrario que a otros Defensores de América Latina no se le reconoce legitimación activa ante los tribunales de justicia, ni iniciativa legislativa; carencias por otra parte comunes a otros muchos otros ombudsman tradicionales.

2. En cuanto a Costa Rica y dentro de este repaso a los más elementales rasgos de las distintas instituciones, también puede afirmarse que la incorporación del Ombudsman a su completo ordenamiento jurídico, no ha sido resultado de una decisión inesperada, sino la consecuencia de una experiencia previa de bastantes años de existencia de otras iniciativas (vinculadas al ejecutivo) en la materia. En concreto un primer y tímido germen se encontraba en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de República de 22 de septiembre de 1982, cuyo articulo 7° configuraba como órganos de la misma dieciocho procuradores sectoriales o especializados, entre los que se encontraba el de Derechos Humanos. Como es natural no puede considerarse esta experiencia como la existencia de un verdadero Ombudsman, dada su rigurosa dependencia de la Procuraduría General, pero sí el primer paso que facilitaría todo el proceso posterior. Con posterioridad se elaboró un concreto proyecto de ley, que se publicó en La Gaceta el 4 de abril de 1986 y que obtuvo dictamen afirmativo de mayoría en la Comisión Permanente de Gobierno y Administración en junio de 1987, aun cuando más tarde naufragó, no llegando a obtener la aprobación definitiva del Poder Legislativo.

No obstante es la ley Nº 7319 de 17 de noviembre de 1992 (publicada en la Gaceta el 10 de diciembre) dictada al amparo de lo dispuesto en el articulo 140.3 de la Constitución vigente, la que crea e instituye el Defensor de los Habitantes de la República, en cuanto verdadero Ombudsman nacional elegido por la asamblea Legislativa, a la que queda "adscrito", y gozando de "independencia funcional, administrativa y de criterio".

Precisamente la Consulta Legislativa resuelta el 3 de julio de 1991 (Ex. Nº 275-91) resuelve a plena satisfacción este engarce constitucional (puntos I y II0, aun cuando declara inconstitucionales otra serie de puntos de la ley, algunos de los cuales son de verdadera importancia. Así le niega inmunidad al Defensor; anula el artículo 12.1 por entender que permite al Defensor interferir en el ejercicio de la función jurisdiccional (manifestación que resulta interesante proviniendo de un máximo órgano de la jurisdicción actuando como Sala de la Constitucional, pero no un Tribunal Constitucional clásico y separado de la jurisdicción ordinaria); o retirándole el derecho de hacer comparecer a los particulares. Limitándola el acceso a los documentos públicos, o lo que sorprende más aún (aunque se comprenden las razones) al declarar que al otorgarle al Defensor "la condición de parte obligada en las investigaciones a cargo de la Inspección Judicial" se infringe "la independencia constitucional del Poder Judicial".

De otra parte ha de reconocerse que la determinación de las atribuciones del Defensor se configuran con un notable carácter de generalidad, "la defensa de los derechos e intereses de los habitantes", e incluso se le encomienda velar porque "el funcionamiento del sector público" no sólo respete la Constitución, las leyes, los tratados y pactos suscritos por el Gobierno, sino también "los principios generales del derechos" y se ajuste en su actuación "a la moral y a la justicia", lo que sin duda parece una encomienda altamente dificultosa de instrumentar desde un punto de vista operativo (articulo 1º).

Se le encomienda de igual forma funciones didácticas en cuanto a divulgar los derechos de los habitantes, término que sustituye al de ciudadanos, personas o pueblos, al parecer porque así se entendía que quedaban incluidos en su ámbito protector los nacionales y extranjeros. Queda excluida la fiscalización de los actos entre particulares, así como la investigación de las quejas que afecten al Poder Judicial. Las demás competencias propias de los ombudsman le son plenamente reconocidas y atribuidas.

3. No podría cerrar este capítulo sin una referencia a Puerto Rico, país caribeño que cuenta desde 1977 con un Ombudsman y que es en consecuencia verdadero pionero en este terreno. Efectivamente el Procurador del Ciudadano (Ombudsman) se reguló por la Ley Orgánica nº 134, de 30 de junio de 1977, y desde entonces viene actuando en una labor constante y sumamente efectiva de fiscalización y control de la administración de la isla y además de distintos otros organismos con autonomía pero que prestan servicios públicos a la comunidad.

No obstante, desde años antes, se estuvieron produciendo diversos movimientos en favor de la institución y son conocidos los esfuerzos de quien fuera más tarde Ombudsman Honorario, Licenciado Luis F. Camacho, como nos recuerda el Honorable Víctor M. Pons Núñez, Juez del Tribunal Supremo, en su ponencia en el Primer Congreso de Ombudsman celebrado en San Juan en 1991.

Esta institución ha sufrido una transformación de gran importancia, por cuanto si bien durante los diez primeros años de su existencia estuvo vinculada al ejecutivo, gracias a la gestión del Licenciado R. Adolfo de Castro, que sigue siendo actual titular ce la institución, se consiguió que pasase a depender del legislativo, que procede a su elección desde 1987. Desde el inicio de los años noventa el Ombudsman de Puerto Rico manifestó su preocupación sobre un tema de decisiva envergadura, no solo en su país; sino también para todo el contento de América Latina, y obviamente otros muchos países del mundo entere. Me refiero a los problemas que suscita el mal funcionamiento de la Administración de Justicia y la dificultad de controlar y corregir este hecho al interferir se como muro de contención, aparentemente insalvable, el principio de la independencia del Poder Judicial, y la exclusión de estas cuestiones del ámbito de competencia del Ombudsman. A ello respondió el Congreso anteriormente citado, y siguiendo esa línea de preocupación otra reunión posteriormente en ciudad de México en 1993. Con excepción de este punto, el Ombudsman puertorriqueño dispone de todas las competencias propias de un Ombudsman tradicional y es además su actual titular miembro directivo del Instituto Internacional del Ombudsman, con sede en la Universidad de Alberta, representando a América del Norte, desde hace varios años, al igual que desde hace un año lo están Argentina y Guatemala, por el resto del Continente.

C. Países que se encuentran en la fase de incorporación constitucional o legal.

El proceso de paulatina extensión de la institución del Defensor del Pueblo por el Continente Americano, no se reduce al conjunto de los países que he citado en el apartado anterior. Bien al contrario, en bastantes otros no sólo se está tratando la cuestión en debates académicos o propuestas legislativas, sino que incluso en algunos de ellos el proceso se encuentra sumamente avanzado y el que la institución alcance reconocimiento explícito, puede ser cuestión de meses.

Entre estos últimos creo que merece destacarse el interesantísimo proceso que se esta produciendo en dos de ellos , en concreto Bolivia y Paraguay .

1. La transformación política de Paraguay, condujo a la elaboración de un nuevo texto constitucional acorde con el nuevo régimen democrático que se ha establecido en aquel país. Entre las instituciones que se incorporan al mismo se encuentra la del Defensor del Pueblo.

Esta institución fue finalmente incorporada al texto constitucional definitivamente aprobado el 20 de junio de 1992, y regulada en sus elementos esenciales en los artículos 276 a 280, de tal forma que podemos reconocer con toda fidelidad las rasgos fundamentales y de identidad de un verdadero Ombudsman.

La Constitución lo define como un comisionado parlamentario, elegido por la Cámara de los Diputados y el Senado, para un periodo de cinco años, gozando de autonomía e inamovilidad. Además de ello se define claramente su ámbito competencial, atribuyéndole "la defensa de los derechos humanos, la canalización de reclamos populares y la protección de los intereses comunitarios". Aunque no lo dice expresamente, se entiende que su ámbito de competencia se reduce a investigar las quejas contra las administraciones o autoridades, pues así se desprende de lo dispuesto del articulo 279.2, que no excepciona a la policía. Específicamente se recalca que "en ningún caso tendrá función judicial ni competencia ejecutiva" . Por último, la Constitución prevé expresamente la posibilidad de que existan Defensores del Pueblo de ámbito Departamental o Municipal. No obstante, este importante paso de orden constitucional, el proceso de puesta en marcha de la institución a escala nacional se encuentra paralizado, al no haberse puesto de acuerdo el Parlamento sobre un tentó de Ley orgánica que aprobar. A este respecto se han presentando diversas iniciativas externas al propio legislativo, al amparo de la autorización constitucional para ello, tales como el proyecto del Comité de Iglesias (presentado el 9 de diciembre de 1992) , otro presentado por la Central Nacional de Trabajadores (el 24 de septiembre de 1993 ) y finalmente el elaborado por el Centro Interdisciplinario de Derecho Social y Economía Política de la Universidad Católica, sin que pueda afirmar en este momento que no se hayan elaborado algunos más, pero que en cualquier caso no conozco.

Merece destacarse también que con el objeto de colaborar a la definitiva elaboración de un proyecto de ley adecuado y aceptable por todos los grupos políticos, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos prestó su colaboración para el estudio de los diferentes proyectos presentados, manifestando su criterio a través del excelente informe de la Misión del mismo, elaborado en Asunción el 11 de diciembre de 1993. En dicho informe, que no procede analizar aquí en extenso, se insiste por ejemplo, en cuanto a la naturaleza de la institución en que no se la conciba sólo como un órgano de defensa de los derechos humanos, sino también de control de la Administración Pública, encendida en sentido amplio, es decir, incluyendo todos los órganos del Estado y sus dependencias, tanto centralizadas como descentralizadas. Especial relevancia tiene la recomendación de la Misión según la cual "es necesario separar la función jurisdiccional en la cual no puede intervenir el Defensor del Pueblo, del servicio público de la administración de justicia, en cuyo caso pondrá la queja en conocimiento de quien corresponda. No obstante, podrá denunciar la mala gestión del servicio público judicial". Si esta recomendación llega a verse plasmada en un texto legal definitivo, se habrá dado un importante paso y sentado un precedente de primer orden en el camino de una total y eficaz protección de los derechos fundamentales de las personas, pues que duda cabe que uno de los principales lo constituye el derecho a una tutela judicial efectiva.

Restaría por decir que en el Paraguay, no obstante, el. Ombudsman no es una institución del todo ignota. Efectivamente, a través de la Ordenanza Municipal Nº 65, de 23 de agosto de 1991. la Junta Municipal de Asunción estableció y reguló el funcionamiento del Defensor Vecinal, cuyo primer titular ha sido una mujer, que asumió sus funciones el 29 de julio de 1992.

2. En lo que respecta a Bolivia, en los últimos años han sido continuos los estudios, iniciativas y seminarios tendentes a promocionar la institución del Defensor del Pueblo en orden a su incorporación al texto que, definitivamente . se apruebe de reforma constitucional. Estos esfuerzos, en los que ha tenido un papel preponderante el Capitulo Boliviano del Ombudsman integrado en el Instituto Interamericano del Defensor del Pueblo, han obtenido un importante éxito, por cuanto en el proyecto de futura constitución que ya ha obtenido la media sanción, se contempla la creación de esta institución bajo el nombre del Defensor del Pueblo.

Como antecedente tal vez pudiéramos citar el "Proyecto de ley de procuraduría para la defensa del pueblo, de los derechos humanos y del patrimonio espiritual y material del país y sus habitantes", elaborado como conclusión de un taller de trabajo que tuvo lugar en La Paz en agosto de 1991, impulsado por el entonces Vicepresidente Constitucional de la República.

Más tarde tuvo lugar también en la Paz, en octubre de 1991 , un Seminario Regional sobre "Ombudsman, Democracia v Derechos Humanos", organizado por el Capitulo boliviano y el Instituto Latinoamericano del Ombudsman y que inauguró el Presidente Constitucional de la República, Lic. Jaime Paz Zamora, donde se abordó la situación del Ombudsman en América Latina, a través de una excelente ponencia del Profesor chileno Dr. Mario Quinzio, como bien recuerda el Profesor Gil-Robles. Con posterioridad y llevando fecha de enero de 1992, el Consejo Nacional de Reforma y Modernización del Poder Judicial, ha elaborado un "Anteproyecto de ley del Defensor del Pueblo". Dicho anteproyecto parte de vincular al Defensor con el legislativo, que lo elige y le reconoce la "facultad de intervenir cuando los actos administrativos de autoridades y/o servidores públicos de entidades estatales, civiles, militares, policiales, de servicio publico o en las que tenga participación el Estado, vayan contra las leyes, disposiciones u obligaciones referentes al cargo, que afecten intereses o derechos de las personas o de la sociedad" . Más adelante le confía competencias para investigación de fortunas y sobre corrupción, aún cuando establece la muy discutible excepción competencia! de los miembros del Poder Judicial.

Al margen de estos proyectos de futuro, debe destacarse que también existe una realidad actuante para el Ombudsman en Bolivia, de la mano del acuerdo del Concejo de Santa Cruz, que el 5 de marzo de 1992, institucionalizó por primera vez en este país un Ombudsman municipal con el nombre también de Defensor del Pueblo, aun cuando ya en junio de 1991 el Dr. Carlos Hugo Molina Saucedo, había elaborado un interesante trabajo sobre "el Defensor del Pueblo-un Ombudsman para el Municipio".

Cuando en breve se apruebe definitivamente la nueva Constitución, Bolivia se incorpora al grupo de países que asumen cambien la institución del Ombudsman en su concepción clásica, es decir dependiente del legislativo, que lo elige, independiente y con las competencias clásicas de los ombudsman, reforzadas en materia de protección de derechos humanos y especialmente sensible hacia los problemas planteados por la población indígena, lo cual es un punto del máximo interés.

3. En este mismo grupo de países debemos incluir los trabajos e iniciativas que durante los últimos años se han sucedido en Chile, para posibilitar también la entrada de esta institución en el orden constitucional y legal del país, sin que hasta el momento se haya obtenido un resultado positivo.

Tal como lo describe el Dr. Quinzio en su ponencia del seminario de La Paz, fue el Presidente Patricio Aylwin el que incorporó a su programa electoral la iniciativa de establecer en Chile un Defensor del Pueblo, "a fin de afianzar la seguridad del Estado, el respeto por los Derechos Humanos y la vigencia efectiva de un Estado de Derecho". Ganadas las elecciones, el Presidente constituyó el 9 de mayo de 1990 la Comisión de Verdad y Reconciliación, la cual en su informe final, entregado al Presidente, recomienda la creación del Defensor del Pueblo. Fruto directo de esta recomendación fue la presentación por parte del Presidente de la República de dos importantes proyectos de ley. Por el primero de ellos de 26 de marzo de 1991 (Mensaje a la Cámara n° 286-6321) se inicia un proyecto de reforma constitucional sobre el Poder Judicial, Consejo Nacional de la Justicia y Defensor del Pueblo. A través del segundo Mensaje, del 1 de abril de 1991, el Presidente inicia un proyecto de la ley orgánica constitucional sobre el Defensor del Pueblo.

D. Otros supuestos

En el caso de Uruguay, iniciado el proceso de democratización, igualmente se ha planteado la oportunidad de institucionalizar la figura que nos ocupa, pero hasta el presente, la cuestión no ha avanzado en un sentido que pueda considerarse significativo. No quisiera dejar de citar aquí igualmente a Panamá, donde no han alcanzado éxito ninguno de los diferentes intentos por hacer entrar la institución en el país, a excepción del caso anecdótico del Ombudsman de la Comisión del Canal de Panamá, creado por Ley 96-70, controlando solamente la porción del territorio y las oficinas de administración dependientes de la Comisión.

Por su parte en Honduras por Decreto 20-92 de 8 de junio de 1992, del Presidente de la República, se creó el Despacho del Comisionado Nacional de Protección de los Derechos Humanos, si bien como es obvio no puede considerársele como un Ombudsman tradicional.

En el caso Venezolano, la situación es mucho más clara y radical, al no haberse aceptado la posibilidad de existencia de un Ombudsman en ese país. La Fiscalía General, cuyo titular es elegido por el Parlamento, mantiene la tesis de que cumple plenamente las funciones de Ombudsman, por lo que no es necesario duplicar las instituciones.

Como resumen final y novedad que aporto a este encuentro, se incorpora el cuadro realizado a partir de las fichas técnicas que tiene la institución del Defensor del Pueblo de España, en el que se pueden visualizar, de. forma práctica, las principales características de todas estas figuras según han quedado expuestas.

VI. Conclusiones

1. Partiendo del principio de que la información y formación son recursos estratégicos al servicio del desarrollo, en general, y de la educación democrática y la conciencia cívica, en particular, existe la convicción de que las actividades de formación y Difusión de los derechos humanos y la figura del ombudsman, constituirán instrumentos eficaces para el fortalecimiento de la cultura democrática de los pueblos. Desde ese punto de vista, el Defensor del Pueblo debe contribuir, desde lo que le es propio como institución de defensa de los derechos humanos, a la creación de una conciencia cívica y democrática.

2. Recogiendo la Declaración de San José de junio de 1994, es necesario reafirmar la necesidad de promover en todos los países latinoamericanos la figura del Defensor del Pueblo e invitar a todos los gobiernos y Estados, que aún no la han adoptado, a su pronta institucionalización. Asimismo, la institución del Defensor del Pueblo debe concebirse siempre como un signo de identidad democrática, independiente, no subordinada a ninguno de los poderes constituidos. Del mismo modo, considero que en América Latina la misión de esta institución tiene un énfasis especial en la defensa, promoción y divulgación de los derechos humanos en su sentido más amplio, ello sin perjuicio del control ordinario de la Administración pública.

3. El Defensor del Pueblo de España ofrece su total colaboración, instrumentada en la forma que se estime más oportuna, con todas las figuras homologas a través de fórmulas de cooperación, en actividades de formación, difusión y apoyo que permitan e impulsen la consolidación de estas figuras, propiciando que la defensa y promoción de los derechos humanos constituye un proceso impulsado por las propias estructuras sociales y políticas de cada país. En la creación de este espacio jurídico común, la institución del Defensor del Pueblo de España, brinda su respaldo incondicional a cuantas iniciativas se realicen de encuentro y promoción de las respectivas instituciones que permitan consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos y garantías de ciudadanía.

